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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

DEPARTAMENTO DE NORTE DE SANTANDER 
JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA 

 
San José de Cúcuta, ocho (08) de agosto de dos mil veintidós (2022)  

  
TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA  

 
RADICADO:  54-001-31-05-003-2022-00220-00 

ACCIONANTE:  EDGAR JAIMES GALVIS 
ACCIONADO:  NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA – DIRECTOR POLICÍA NACIONAL, DIRECCIÓN 

DE TALENTO HUMANO- ÁREA DE PRESTACIONES SOCIALES Y ÁREA DE NÓMINA 
DE LA POLICÍA NACIONAL 

  
SENTENCIA 

 
Procede este Despacho a decidir la acción de tutela interpuesta por el señor EDGAR JAIMES 
GALVIS en contra de la NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA – DIRECTOR POLICÍA NACIONAL, 
DIRECCIÓN DE TALENTO HUMANO- ÁREA DE PRESTACIONES SOCIALES Y ÁREA DE NÓMINA 
DE LA POLICÍA NACIONAL por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales al 
mínimo vital, la dignidad humana, la salud, el debido proceso administrativo y el derecho de 
petición, conforme a los siguientes:  

  
1. ANTECEDENTES  

  
El señor EDGAR JAIMES GALVIS interpuso acción de tutela, con fundamento en lo siguiente:  

  
• Que sin impedimento legal estableció convivencia permanente de pareja con la señora 

ANGELA TERESA VICTORIA DE JESUS LEAL NUÑEZ (Q.E.P.D), dando origen a la unión marital 
de hecho, y que dicha relación se inició en el año 1994 y perduró hasta el 11 de enero del año 
2021, fecha en la cual falleció la señora Leal. 

 
• Que durante la vida en común como pareja no procrearon hijos, sin embargo, afirma que 

siempre se comportó como un padre ejemplar para el señor JUAN DAVID SALCEDO LEAL, 
hijo de la señora leal (Q.E.P.D). 

 
• Que la vida en pareja con la señora leal (Q.E.P.D) fue notoria ante las respectivas familias, 

amigos, la comunidad de la ciudad de Cúcuta y lugares circunvecinos. 
 

• Que la señora leal (Q.E.P.D) luego de permanecer por más de 20 años de servicio en la Policía 
Nacional, como funcionaria no uniformada y en atención a las previsiones del decreto 1214 
de 1990, adquirió su pensión de jubilación, pagadera por el Área de Prestaciones Sociales y la 
Tesorería General de la Policía Nacional. 

 
• Que conforme a lo anterior, con el fin de reclamar sus derechos constitucionales a la 

sustitución pensional, radicó derecho de petición, el día 26 de febrero de 2021, ante la 
Secretaria General de la Policía Nacional, a través del cual se allegó como prueba 
fundamental entre todos los requisitos exigidos por la institución, declaraciones extra juicio 
del suscrito accionante, y los señores HENRY ANTONIO PACHECO PEREZ, identificado con 
cédula de ciudadanía No. 13.437.010 de Cúcuta y el señor NELSON SANCHEZ RAMIREZ, 
identificado con cedula de ciudadanía No. 13.435.392 de Cúcuta y Certificación bajo la 
gravedad del juramento del señor ERNESTO CASTRO RAMIREZ, identificado con cedula de 
ciudadanía No. 17.139.000 de Bogotá. 
 

• Mediante comunicación No. GS-2021-014595-SEGEN, del 14 de abril de 2021, la señora 
Teniente CINDY JOHANA HERREÑO SUAREZ, Asesor Jurídico de la Secretaría General, del 
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Grupo de Pensionados del Área de Prestaciones Sociales, en respuesta parcial solicitó lo 
siguiente:  
 
“al respecto me permito informarle consultado con el funcionario encargado del proceso, se 
hace necesario hacer llegar a esta oficina asesora en original los siguientes documentos: 
 

Casado (A) o compañera (o) 
permanente con hijos 

ESPOSA (O) O COMPAÑERA 
(O) PERMANENTE E HIJOS 

Registro civil de 
matrimonio (auténtico, no 
mayor a 03 meses de 
expedición) y/o sentencia 
judicial que declare la 
existencia de la unión 
marital de hecho entre el 
señor EDGAR JAIMES 
GALVIS y ANGELA DE LA 
VICTORIA LEAL NUÑEZ. 

 
 

• En respuesta a la comunicación oficial enunciada en el punto anterior, el día 14 de abril de 
2021, a los correos electrónicos enunciados por la entidad “segen.grupe-
pensionados@policía.gov.co, segen.oac@policia.gov.co”, radicó respuesta dando a 
conocer la inconformidad y enunciando que en el tiempo de convivencia nunca hicieron el 
trámite en Colombia para la declaratoria de unión marital de hecho o matrimonio, sin 
embargo explicó que el hecho de no tener los documentos solicitados ello no es óbice para 
que no existe la relación afectiva y marital con la señora leal (Q.E.P.D), que hasta el último 
día su vida estuvieron juntos. 
 

• Que ante la omisión en la respuesta a la petición anterior, instauró acción de tutela, buscando 
la protección a los derechos fundamentales, la cual fue de conocimiento del Juzgado Veinte 
Administrativo de Oralidad del Circuito de Bogotá - sección segunda. Autoridad que, 
mediante fallo del 31 de agosto de 2021, tuteló los derechos así: 

 
“PRIMERO: Tutelar el derecho fundamental de petición del señor Edgar Jaimes Galvis, 
identificado con la cédula de ciudadanía 13.248.654 de Cúcuta, según lo manifestado en 
la parte motiva de esta sentencia.  
 
SEGUNDO: Ordenar al Director General de la Policía, o al funcionario delegado para ello, 
que en el término de cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir de la notificación de 
la presente providencia, proceda a notificar en debida forma el Oficio GS-2021-032502- 
SEGEN de 19 de agosto de 2021, al señor Edgar Jaimes Galvis, respecto de la solicitud 
incoada el 26 de febrero de 2021, bajo el radicado SIPQRS2S 47750-20210304, remitiendo 
la mencionada comunicación a la dirección física y/o correo electrónico autorizado para 
el efecto, tanto en el escrito de petición como en el de tutela.  
 
TERCERO: La entidad demandada deberá allegar a este Despacho judicial, la totalidad 
de las pruebas documentales que permitan establecer el cabal cumplimiento de la 
orden aquí impartida.” 

 
• Que, en cumplimiento a la anterior decisión judicial, mediante resolución No. 000776 del 10 

de septiembre de 2021, el Subdirector General de la Policía Nacional, en su artículo segundo 
decidió: 
 

“ARTÍCULO 2°. Dejar en suspenso el reconocimiento y pago de la sustitución de pensión 
de jubilación, valores a los que pueden tener derecho el señor EDGAR JAIMES GALVIS, 
identificado con cédula de ciudadanía No. 13 248.654. como presunto compañero 
permanente de la señora ASD09 (P) ÁNGELA TERESA VICTORIA DE JESÚS LEAL NÜÑEZ, 
de conformidad con la parte motiva del presente acto administrativo.” 
 
Que lo anterior se fundamentó en lo siguiente: 
 
“Que de conformidad con los documentos aportados en precedencia, se evidencia que 
el señor EDGAR JAIMES GALVIS, tiene la voluntad de ubicarse dentro del orden de 
beneficiarios establecido en el artículo 120 del Decreto 1214 de 1990, en calidad de 
presunto compañero permanente de la señora ASD09 (P) ÁNGELA TERESA VICTORIA DE 
JESÚS LEAL NÚÑEZ; no obstante, el acervo documental aportado por el peticionario tan 
solo constituye uno de los múltiples medios probatorios utilizados en un proceso, pero 
no es menos cierto que el legislador estableció unos mecanismos precisos para probar 
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la existencia de la unión marital, con los cuales, las autoridades administrativas puedan 
tener total certeza sobre la condición de compañero permanente que le corresponde 
ostentar a quien reclama para ser beneficiario de la sustitución de la pensión, dichos 
mecanismos están contemplados en la Ley 979 de 2005.  
 
Que por lo anterior, se hace necesario que el señor EDGAR JAIMES GALVIS acredite tal 
calidad de conformidad a lo estipulado en el artículo 2 º de la Ley 979 de 2005, Por la 
cual se modifica parcialmente la Ley 54 de 1990 y se establecen unos mecanismos 
ágiles para demostrar la unión marital de hecho y sus efectos patrimoniales entre 
compañeros permanentes… (…)  
 
Que por lo anterior, el reconocimiento y pago de la sustitución de pensión que le pueda 
corresponder al señor EDGAR JAIMES GAL VIS, como presunto compañero permanente, 
se dejará en suspenso hasta tanto allegue documento idóneo en el que se demuestre tal 
calidad, siendo procedente en el presente acto administrativo, excluir de la nómina de 
pensionados a la señora ASD09 (P) ANGELA TERESA VICTORIA DE JESUS LEAL NUNEZ, 
quien se identificaba en vida con cédula de ciudadanía No. 41.680.460, a partir del 11 de 
enero de . 2021, fecha en la cual se produjo su fallecimiento. (negrillas y subrayas fuera 
de texto)” 
 

• Que ante la anterior decisión  interpuso recurso de reposición y en subsidio de apelación, el 
pasado 10 de septiembre de 2021, con las siguientes peticiones: 
 

“PRIMERO: REPONER o REVOCAR la resolución No. 00776 del 10 de septiembre de 2021, 
“por medio de la cual se excluye de la nómina de pensionados a la señora ASD09 (P) 
ANGELA TERESA VICTORIA DE JESUS LEAL NUÑEZ (Q.E.P.D) y se deja sustitución 
pensional en suspenso. Expediente No. 41.680.460”, en atención a los argumentos 
expuestos con anterioridad.  
 
SEGUNDO: RECONOCER la sustitución pensional a que tengo derecho como 
consecuencia del lamentable fallecimiento de mi compañera permanente ASD09 (P) 
ANGELA TERESA VICTORIA DE JESUS LEAL NUÑEZ (Q.E.P.D), ocurrida el día 11 de enero 
de 2021.  
 
TERCERO: ORDENAR para todos los efectos administrativos pensionales mi inclusión 
dentro del sistema de seguridad social integral de la Policía Nacional, en calidad de 
sustituto pensional de mi compañera permanente ASD09 (P) ANGELA TERESA VICTORIA 
DE JESUS LEAL NUÑEZ (Q.E.P.D).” 
 

• Que hasta esta fecha de interposición de la presente acción constitucional la Policía Nacional 
a través del área de prestaciones sociales violentando los derechos fundamentales de 
petición y resolución de recursos de ley dentro del término establecido, no ha resuelto los 
recursos interpuestos y citados con anterioridad. 
 

• Que ante la exigencia de la institución policial, para demostrar la condición de compañero 
permanente de la señora ANGELA TERESA VICTORIA DE JESUS LEAL NUÑEZ (Q.E.P.D), a 
través de apoderado judicial instauró demanda de declaración de unión marital de hecho en 
el Juzgado Segundo de Familia de la ciudad de Cúcuta quien por competencia lo remitió al 
Juzgado Primero Promiscuo de Familia del Municipio de los Patios Norte de Santander, quien 
en el mes de diciembre de 2021, emitió auto de apertura dentro del proceso No. del proceso 
2021-00715 y posteriormente en audiencia inicial celebrada el día 25 de febrero de 2022, 
profirió sentencia mediante la cual resolvió lo siguiente: 
 

“PRIMERO: Declarar que entre los señores EDGAR JAIMES GALVIS y ANGELA TERESA VICTORIA 
DE JESUS LEAL NUÑEZ, (fallecida), existió unión marital de hecho desde el año 1994, hasta el 
11 de enero de 2021, de acuerdo a las razones de orden legal dadas a conocer en esta 
providencia.  
 
SEGUNDO: DECLARAR la existencia de la sociedad patrimonial de hecho surgida por los señores 
EDGAR JAIMES GALVIS y ANGELA TERESA VICTORIA DE JESUS LEAL NUÑEZ, durante el mismo 
tiempo que existió de la unión marital de hecho.” 

 
• Que el día 23 de marzo de 2022, habiendo cumplido con la exigencia probatoria de la Policía 

Nacional, radicó en la ventanilla única de correspondencia la Dirección General de la Policía 
Nacional, derecho de petición especial de reconocimiento de sustitución Pensional a que 
tiene derecho, como legítimo compañero permanente de la señora ANGELA TERESA 
VICTORIA DE JESUS LEAL NUÑEZ (Q.E.P.D), nominada en el grupo de pensionados del área 
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de prestaciones sociales de la Policía Nacional, hasta el día 11 de enero de 2021, fecha en la 
cual falleció como consecuencia del COVID-19; allegando como prueba fundamental copia de 
la sentencia emitida por Juzgado Primero Promiscuo de Familia del Municipio de los Patios 
Norte de Santander, dentro del proceso 2021- 00715, mediante el cual se declara la unión 
marital de hecho entre el suscrito y la señora ANGELA TERESA VICTORIA DE JESUS LEAL 
NUÑEZ (Q.E.P.D).  
 
La anterior petición fue reiterada el día 08 de abril de 2022, allegando además documentos 
remitidos por el despacho judicial. 
 

• Que el día 01 de julio de 2022, ante la omisión de la Policía Nacional de reconocer los derechos 
pensionales, nuevamente interpuso derecho de petición a través del sistema PQRS de la 
página web de la Policía Nacional, mediante radicado No. 211731-20220701, donde reiteró la 
solicitud de reconocimiento de sustitución pensional a la que alega tiene derecho. 

 
• Que en respuesta a la última petición radicada el día 01 de julio de 2022, el Área de 

Prestaciones Sociales de la Policía Nacional, expidió el comunicado oficial No. GS-2022-
027386-SEGEN, del 15 de julio de 2022, suscrito por la señora Capitán, CINDY JOHANA 
HERREÑO SUAREZ, Asesor Jurídico del Grupo de Orientación e Información de la Secretaria 
General, quien manifestó lo siguiente: 
 

“En atención a PQRS Nro. 211731-20220701 allegada al Área de Prestaciones Sociales de 
la Policía Nacional, de manera atenta me permito indicar que no es posible atender de 
manera favorable su solicitud, toda vez que se encuentra en curso el recurso de 
reposición en subsidio de apelación respecto de la Resolución No 00766 del 10 de 
septiembre del 2021 instaurado, el cual le fue asignado el turno 109, conforme al orden 
de llegada, es decir existen solicitudes presentadas con antelación al mismo; así las 
cosas, a la Policía Nacional le asiste el deber de respetar los turnos establecidos para 
resolver los diferentes procesos, de manera que las decisiones se dicten según se avoca 
el conocimiento de los mismos…” 

 
• Que bien lo sabe la institución policial, el accionante es una persona de avanzada edad, con 

71 años y con problemas crónicos de salud, sobreviviente del Covid, diabetes, hipertensión, 
hernias discales, Incontinencia urinaria, en fin, los cuales le han llevado a un estado de 
desespero, con problemas económicos muy graves, al punto que no tiene cómo valerse por 
sí mismo, dependiendo de terceras personas para mis necesidades básicas y en este 
momento requiere con urgencia la pensión para obtener recursos económicos que le 
permitan por lo menos sufragar los gastos que generan los pañales que utiliza diariamente 
por la incontinencia urinaria, debido a que el día 17 de mayo del año en curso, se le practicó 
cirugía prostática bipolar, la cual lamentablemente desde un comienzo tuvo efecto colateral 
de incontinencia total. 
 

• Que por ser el compañero permanente hasta el día de la muerte de la señora ANGELA TERESA 
VICTORIA DE JESUS LEAL NUÑEZ (Q.E.P.D), tiene derecho a la sustitución de la pensión como 
lo establece el artículo 124 del decreto 1214 de 1990, “Por el cual se reforma el estatuto y el 
régimen prestacional civil del Ministerio de Defensa y la Policía Nacional.”  
 
ARTÍCULO 124. RECONOCIMIENTO Y SUSTITUCION DE PENSION. Al fallecimiento de un 
empleado público del Ministerio de Defensa o de la Policía Nacional, con derecho a pensión 
o en goce de ésta, sus beneficiarios, en el orden y proporción establecidos en este Estatuto, 
tienen derecho a percibir la respectiva pensión del causante, así:  
 
a. En forma vitalicia, para el cónyuge sobreviviente y los hijos inválidos absolutos que 
dependan económicamente del empleado o pensionado. (negrilla y subraya fuera de texto)  
b. Para los hijos menores, hasta cuando cumplan la mayoría de edad. 
  
c. Para los demás beneficiarios por el término de cinco (5) años.  
 
Que la norma en cita es suficientemente clara en determinar que tiene derecho a recibir la 
sustitución de la pensión que en vida tuviera la compañera permanente. 
 
 

2. OBJETO DE LA ACCIÓN DE TUTELA  
  

Con fundamento en los anteriores hechos, la accionante pretendía que se tutelaran los derechos 
fundamentales de petición, debido proceso administrativo, la vida, la salud, la seguridad social, 
el mínimo vital y a la dignidad humana, y en consecuencia se ordene a la POLICÍA NACIONAL, A 
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TRAVÉS DE LA SUBDIRECCIÓN GENERAL Y EL ÁREA DE PRESTACIONES SOCIALES DE LA 
SECRETARÍA GENERAL que dentro del término que disponga el honorable juez constitucional 
en concordancia con el decreto 2591 de 1991, se de respuesta de fondo a sus peticiones de 
sustitución pensional por ser el legítimo compañero permanente de la señora ANGELA TERESA 
VICTORIA DE JESUS LEAL NUÑEZ (Q.E.P.D). 
 
En segunda medida, solicita se ordene el reconocimiento de su derecho a la sustitución 
pensional que tiene derecho por ser el legítimo compañero permanente de la señora ANGELA 
TERESA VICTORIA DE JESUS LEAL NUÑEZ (Q.E.P.D), quien era pensionada por jubilación de la 
Policía nacional y se proceda a emitir el acto administrativo que así lo disponga y su inclusión 
inmediata en nómina de pensionados con el efectivo reconcomiendo de las mesadas 
pensionales adeudadas de manera retroactiva desde el día 12 de enero de 2021. 

 
3. TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA  

  
Mediante auto del 26 de junio de 2022, se admitió la acción de tutela ordenando a los accionados 
suministrar información y alleguen documentación en relación con los hechos  en  que  se  
fundamenta  la presente acción de tutela, para lo cual se concede un término de dos (02) días  
contados a partir del recibo de la respectiva comunicación para que ejerza el derechos de 
defensa y contradicción, advirtiéndoles que la omisión del aporte de las pruebas pedidas, harán 
presumir como ciertos los hechos  en  que  se  soporta  la  misma  y  se  entrara  a  resolver  de  
plano, de  conformidad  con  el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991. 

 
4. RESPUESTA DE LA ACCIONADA  

  
El MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL a través del JEFE ÁREA PRESTACIONES SOCIALES el 
Teniente Coronel CARLOS ALBERTO VILLALOBOS LATORRE respondió a la presente acción 
constitucional manifestando que: 
 
En el presente caso particular es necesario precisar al Honorable Despacho que si bien es cierto 
en la parte resolutiva del auto admisorio del escrito tutelar se vincula a la POLICÍA NACIONAL, la 
misma representada por el señor DIRECTOR GENERAL, lo es también que de acuerdo a la 
DESCENTRALIZACIÓN DE FUNCIONES, y la naturaleza de las mismas al interior de la Policía 
Nacional, tal como lo versa en el artículo 18 de la Resolución No. 07963 del 15 de diciembre de 
20161 , le corresponde pronunciarse frente a la misma al ÁREA DE PRESTACIONES SOCIALES DE 
LA POLICÍA NACIONAL - GRUPO DE ORIENTACIÓN E INFORMACIÓN para brindar respuesta al 
peticionario, por tanto en caso de tutelar derecho alguno, se solicita respetuosamente se 
ordene al directamente competente. 
 
Que verificado el Gestor de Comunicados Policiales (GEPOL) sistema utilizado por la Policía 
Nacional para radicar la documentación llegada y salida, se evidencia que la solicitud 
mencionada ingresó bajo el radicado No. GE-2021-055175-DIPON. Asimismo, se observa que 
mediante el comunicado oficial con número de radicado No. GS-2022-029731-SEGEN del 01 de 
agosto 2022, el Jefe del Grupo de Orientación e Información del Área Prestaciones Sociales de 
la Secretaria General, brindó respuesta de forma clara, precisa y congruente en aplicación a las 
directrices legales, jurisprudenciales y Constitucionales en concordancia con lo allí solicitado por 
la parte recurrente en su escrito de petición (Anexo respuesta). En consecuencia, se le informa 
que: 
 

En primera medida, se debe indicar al recurrente que el recurso de reposición en subsidio de 
apelación presentado ante la Resolución No. 00776 del 10 de septiembre de 2021, el día 24 de 
septiembre de la misma anualidad, el cual fue radicado bajo el número del asunto, le fue 
asignado el turno número 120, conforme al orden de llegada, es decir, existen 119 procesos 
administrativos a resolver presentados con antelación…  
 
Atendiendo la acción constitucional me permito informar que el acto administrativo que 
resuelve el RECURSO DE REPOSICIÓN, se encuentra en la etapa de REVISIÓN JURÍDICA Y FIRMA 
DEL JEFE DE ORIENTACIÓN E INFORMACIÓN, por parte de esta Área de Prestaciones Sociales 
de la Secretaría General Policía Nacional. Una vez comunicado el acto administrativo que 
resuelve REPOSICIÓN, y de ser procedente se dará trámite ante el Grupo de Asuntos Jurídicos 
de la Secretaría General Policía Nacional, quien por competencia funcional y misional debe 
proyectar el acto administrativo que resuelve el RECURSO DE APELACIÓN, en atención a lo 
establecido en el Artículo 8º2 de la Resolución No. 07963 del 15 de diciembre de 2016, “Por la 
cual se define la estructura orgánica interna, se determinan las funciones de la Secretaría 
General y se derogan unas disposiciones” 
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El mencionado comunicado oficial se notificó a la parte accionante el día 01 de agosto de 2022 a 
la dirección de correo electrónico autorizada y que corresponden a: 
edgarjaimesgalvis1331@gmail.com, garantizando con ello los derechos del señor EDGAR 
JAIMES GALVIS, los cuales se encuentran establecidos en los artículos 29 de la Constitución 
Política de Colombia y 7 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo. 
 
Con fundamento en lo anterior, aclaró al Despacho Judicial que EL ACTO ADMINISTRATIVO QUE 
RESUELVE DE FONDO LA PETICIÓN, SE ADELANTA CONFORME AL ORDEN DE LLEGADA; en ese 
orden de ideas debe advertirse que a la Policía Nacional le asiste el deber de respetar los turnos 
establecidos para resolver los diferentes procesos garantizando con ello los principios de 
igualdad, eficiencia, eficacia y calidad administrativa, de manera que las decisiones se dicten 
según el orden en que se avoca el conocimiento de los mismos, tal y como lo ha precisado la 
Honorable Corte Constitucional mediante Sentencia T-293/09, Expediente T-2125456, 
Magistrada Ponente (E) Dra. Clara Elena Reales Gutiérrez, del 23 de abril de 2009, así: 
 

De otra parte, esta Corporación ha tenido oportunidad de pronunciarse sobre la importancia 
de establecer y respetar turnos, para la administración y entrega de prestaciones que 
materializan derechos constitucionales. La Corte considera razonable el que la administración 
defina turnos para asegurar el acceso efectivo a tales prestaciones en condiciones de 
igualdad, eficiencia, eficacia y calidad. La posibilidad de que la administración fije turnos y 
prioridades, implica que el usuario o beneficiario de la prestación sepa con certeza, cuándo 
tendrá acceso efectivo a la prestación, cómo se fijan las prioridades y cuáles sujetos de especial 
protección constitucional y cuáles derechos de ciertos grupos permiten alterar tales turnos.  
 
La Corte ha señalado que la acción de tutela resulta improcedente cuando se utiliza para 
obtener la inmediata actuación de la administración, de forma que la orden que profiera el 
juez constitucional implique “saltarse” los turnos preestablecidos para la atención de otros 
administrados, sin que exista criterio razonable que justifique darle prioridad a alguna persona 
en especial, en iguales condiciones que los demás administrados con turno. Los turnos en la 
realización de una actividad deben ser estrictamente respetados, sin perjuicio de que se 
informe la fecha de realización de los mismos, pero dentro de un término razonable y oportuno. 
(Negrilla y subrayado fuera de texto) 

 
Que el Área de Prestaciones Sociales de la Secretaria General Policía Nacional, se desprende 
plenamente la siguiente manifestación:  
 
“…Dicho lo anterior, es menester precisar al reclamante que el proyecto de la Resolución que 
resuelve el recurso de reposición presentado por usted ante esta instancia, debe surtir las 
formalidades internas para la revisión y posterior firma del señor Subdirector General de la 
Policía Nacional, en las siguientes etapas: 
 

I- Proyección del acto administrativo por parte del sustanciador.  
II- Revisión jurídica y firma del Jefe Grupo de Orientación e Información.  
III- Revisión jurídica y firma del Jefe del Área Prestaciones Sociales.  
IV- Revisión jurídica y firma del Asesor Jurídico de la Subdirección General.  
V- Revisión jurídica y firma del Subdirector General. 

 
En ese orden de ideas, y que una vez verificada la trazabilidad del recurso, indicaron 
que el acto administrativo definitivo que decide de fondo la situación pensional y 
prestacional en primera instancia, se encuentra en la etapa (II), siendo del caso señalar 
que una vez agotadas la demás actuaciones administrativas le será notificada la 
decisión emitida al correo electrónico o dirección de notificación del accionante 
dispuesta en el escrito de disenso a MÁS TARDAR EL DÍA 30 DE AGOSTO DE LA 
PRESENTE ANUALIDAD....” 

 
En consecuencia, solicitan DECLARAR LA CARENCIA ACTUAL DEL OBJETO por configurarse un 
HECHO SUPERADO frente a la solicitud de amparo constitucional impetrada por el señor EDGAR 
JAIMES GALVIS, por las razones y en los términos expuestos, teniendo en cuenta que se 
demostró documentalmente que el Área de Prestaciones Sociales de la Policía Nacional brindó 
respuesta de manera clara, precisa a la accionante de acuerdo a su petitum. 

 
5. CONSIDERACIONES  
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5.1. Problema Jurídico  
  

De acuerdo con los hechos que fundamentaron la presente acción de tutela, las pruebas 
aportadas y las respuestas de los accionados, este despacho debe determinar si la NACIÓN - 
MINISTERIO DE DEFENSA – DIRECTOR POLICÍA NACIONAL, DIRECCIÓN DE TALENTO HUMANO- 
ÁREA DE PRESTACIONES SOCIALES Y ÁREA DE NÓMINA DE LA POLICÍA NACIONAL vulneró 
derechos fundamentales de petición, debido proceso administrativo, la vida, la salud, la 
seguridad social, el mínimo vital y a la dignidad humana del EDGAR JAIMES GALVIS, al no darle 
respuesta de fondo a las peticiones de sustitución pensional y no concederle la sustitución 
pensional.  
  
5.2. Aspectos Generales de la acción de tutela  

  
Es una garantía constitucional de toda persona, exigir ante las autoridades judiciales la 
protección inmediata de sus derechos fundamentales, a través de la acción de tutela, 
consagrada como un mecanismo preferente y sumario que se surte en un término de diez (10) 
días, que tiene como objetivo impedir o cesar la vulneración o amenaza de estos derechos, a 
través de una sentencia que es de inmediato cumplimiento y es susceptible de ser impugnada 
por las partes.  

  
De conformidad con el artículo 2º del Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela garantiza los 
derechos constitucionales fundamentales, y es procedente contra toda acción u omisión de las 
autoridades públicas o particulares, que haya violado, viole o amenace violar cualquiera de éstos 
derechos; pero solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa 
judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 
irremediable, en los términos del numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991.  

  
Es decir, que la acción de tutela tiene un carácter residual y está sujeta a la inexistencia o 
ineficacia de otro mecanismo judicial que garantice de forma oportuna y efectiva la protección 
del derecho fundamental que está siendo vulnerado o amenazado por la acción u omisión de 
una autoridad pública o un particular.  

  
5.3. Legitimación en la causa por activa  

  
Según lo dispone el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela puede ser 
interpuesta por cualquier persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos 
fundamentales, quien puede actuar por sí misma, a través de apoderado judicial, o 
representado por un agente oficioso cuando no esté en condiciones de promover su propia 
defensa.  

  
De lo anterior, se colige que hay diferentes formas para que se configure la legitimación por 
activa, entre las que encontramos las siguientes: a) Cuando la interposición de la acción se 
realiza a través de apoderado judicial, para lo cual se requiere el poder que lo faculte para ejercer 
la acción; b) Cuando el que interpone la tutela es el representante legal, ya sea de una empresa 
o de un menor de edad, de un interdicto, etc.; c) Cuando el afectado de manera directa 
propugna por sus derechos; d) y cuando se realiza a través de agente oficioso.  

  
En atención a las anteriores precisiones normativas, es del caso advertir que la acción de tutela 
fue interpuesta por el señor EDGAR JAIMES GALVIS, por la presunta vulneración y amenaza a 
los derechos fundamentales de petición, debido proceso administrativo, la vida, la salud, la 
seguridad social, el mínimo vital y a la dignidad humana, por lo cual se encuentra legitimado en 
la causa para ejercitar la presente acción, debido al actúa en causa propia. 

  
5.4. SUBSIDIARIEDAD DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

 
De conformidad con los artículos 86 de la Constitución y 6° del Decreto 2591 de 1991, la acción 
de tutela es (i) improcedente si existe un mecanismo de defensa judicial idóneo y eficaz para 
resolver el problema jurídico sometido a decisión y no existe el riesgo de que opere un perjuicio 
irremediable respecto de los derechos alegados. A esta regla general, se adicionan dos hipótesis 
específicas que se derivan de la articulación de los citados conceptos, conforme a las cuales: (ii) 
el amparo es procedente de forma definitiva, si no existen medios judiciales de protección que 
sean idóneos y eficaces para resolver el asunto sometido a consideración del juez; y, por el 
contrario, es (iii) procedente de manera transitoria, en el caso en que la persona disponga de 
dichos medios, pero exista la posibilidad de que se configure un perjuicio irremediable. En este 
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caso, la protección se extenderá hasta tanto se produzca una decisión definitiva por parte del 
juez ordinario.1 
  
Ahora bien, de acuerdo con la jurisprudencia constitucional, el perjuicio irremediable se 
caracteriza por ser (i) inminente, es decir, que la lesión o afectación al derecho está por ocurrir; 
(ii) grave, esto es, que el daño del bien jurídico debe ser de una gran intensidad; (iii) urgente, en 
tanto que las medidas para conjurar la violación o amenaza del derecho se requieren con 
rapidez; e (iv) impostergable, porque se busca el restablecimiento forma inmediata. 

 
5.5 Procedencia excepcional de la acción de tutela para el amparo de derechos pensionales. 
Reiteración de jurisprudencia 
 
La sentencia T-245 de 20172 expone la reiteración jurisprudencial que ha venido manejando a lo 
largo de los años con referencia a la procedencia excepcional de la acción de tutela para el 
amparo de derechos pensionales, veamos: 
 

3.1. La Corte Constitucional ha señalado reiteradamente que, por regla general, la tutela no es 
procedente para ordenar el reconocimiento de pensiones, teniendo en cuenta que existen 
mecanismos ordinarios que resultan idóneos para resolver este tipo de pretensiones. Con base 
en el principio de subsidiariedad que la caracteriza, la tutela no puede entrar a desplazar los 
procesos ordinarios. No obstante, la tutela procede de forma excepcional  para salvaguardar 
estos bienes, en dos casos específicos, derivados del artículo 86 de la Constitución Política y del 
Decreto 2591 de 1991: 
  
(i) Cuando aun existiendo otro medio de defensa judicial ordinario disponible, la acción de 
tutela se utiliza como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, mientras el 
juez ordinario decide el fondo del caso de forma definitiva.   
  
(ii) Cuando los medios ordinarios de defensa judicial existentes no resultan eficaces ni idóneos 
para el caso concreto, la acción de tutela procederá como mecanismo principal y la decisión será 
definitiva. 
  
3.2. Por otro lado, la Corte Constitucional ha exigido que para la procedencia material de la 
acción de tutela cuando se intenta proteger un derecho de naturaleza pensional, se deben 
acreditar los siguientes elementos: “(i) la existencia y titularidad del derecho reclamado, (ii) un 
grado importante de diligencia al momento de buscar la salvaguarda del derecho invocado y; 
(iii) la afectación del mínimo vital como consecuencia de la negación del derecho prestacional.”  
  
3.3. Adicionalmente, la jurisprudencia constitucional ha establecido que el análisis de 
procedibilidad se flexibiliza haciéndose menos exigente, cuando la persona que reclama el 
amparo constitucional, es un sujeto de especial protección constitucional o se encuentra en 
condiciones de debilidad manifiesta. Para ello, es necesario examinar la situación fáctica de cada 
caso en concreto, y las situaciones especiales en que se encuentre el o la accionante. Así, cuando 
la acción de tutela es presentada por una persona sujeto de especial protección constitucional, 
el juez debe: “(i) efectuar el análisis de procedibilidad formal bajo criterios amplios o flexibles 
dada la tutela reforzada que la Carta concede en favor de estos colectivos y, (ii) tomar en cuenta 
que aún dentro de la categoría de personas de especial protección constitucional existen 
diferencias materiales relevantes que rompen su horizontalidad y los sitúan en disímiles 
posiciones de vulnerabilidad que merecen distintos grados de protección”.  
  
3.4. Al respecto, en la Sentencia T-651 de 2009, esta Corte expresó que, en reiteración de la 
jurisprudencia relacionada, la condición de sujeto de especial protección constitucional, 
principalmente en el caso de las personas de la tercera edad, las personas con discapacidad y las 
mujeres cabeza de familia, así como la debilidad manifiesta del accionante, dan lugar a presumir 
que los medios ordinarios de defensa judicial no son idóneos. De manera que, de acuerdo con el 
carácter fundamental del derecho a la seguridad social, la condición de especial protección 
constitucional refuerza la necesidad de conceder la protección de forma definitiva y ordenar las 
medidas requeridas para la lograr el acceso al derecho tutelado de forma efectiva. 
  
3.5. En conclusión, para determinar si la acción de tutela es procedente de forma excepcional 
para reclamar un derecho pensional, es necesario analizar por lo menos los siguientes cuatro 
elementos: 

 
1 Decreto 2591 de 1991 

2 Sentencia T-245-17  
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(i)  Que no exista otro medio de defensa judicial, o que el existente no resulte idóneo ni eficaz 
para garantizar la salvaguarda de los derechos fundamentales del accionante, a partir de las 
condiciones específicas del caso; en caso de que el medio de defensa sea idóneo y eficaz, la tutela 
procederá como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable; 
  
(ii) Que conste prueba de la existencia y titularidad del derecho pensional reclamado; 
  
(iii) Que el accionante haya ejercido una actividad judicial o administrativa diligente para 
acceder a la protección del derecho invocado; 
  
(iv) Que se establezca que con el no reconocimiento del derecho pensional se está afectando el 
mínimo vital del accionante.  
  
3.6. Ahora bien, respecto del análisis de la idoneidad y la eficacia de los mecanismos judiciales 
ordinarios de defensa disponibles para acceder al reconocimiento de derechos pensionales, en 
la Sentencia T-021 de 2013, se estableció que, el juez de tutela debe verificar que aun existiendo 
otras herramientas de defensa judicial, éstas no son suficientes para garantizar oportunamente 
el derecho a la seguridad social del demandante. Para ello, la jurisprudencia ha determinado 
unos presupuestos que se deben tener en cuenta: “a. Que se trate de sujetos de especial 
protección constitucional; b. Que la falta de pago de la prestación o su disminución, genere un 
alto grado de afectación de los derechos fundamentales, en particular del derecho al mínimo 
vital; c. Que el accionante haya desplegado cierta actividad administrativa y judicial con el 
objetivo de que le sea reconocida la prestación reclamada; d. Que se acredite siquiera 
sumariamente, las razones por las cuales el medio judicial ordinario es ineficaz para lograr la 
protección inmediata de los derechos fundamentales presuntamente afectados.”  
  
3.7. Asimismo, frente a la calidad del accionante de ser sujeto de especial protección 
constitucional, la jurisprudencia constitucional ha señalado que: “(…) tratándose 
concretamente de acciones de tutela presentadas por adultos mayores en las cuales solicitan el 
reconocimiento y pago de una pensión, el juez constitucional debe tener en cuenta que, por lo 
general, este grupo poblacional depende exclusivamente de su mesada pensional para tener 
una vida en condiciones mínimas de dignidad. Entonces el juicio de procedibilidad de la acción 
de tutela se torna menos riguroso debido a las especiales circunstancias que rodean al 
demandante.” Por consiguiente, considerando que resultaría desproporcionado exigirles a las 
personas de la tercera edad que acudan a la jurisdicción ordinaria para reclamar el 
reconocimiento y pago de derechos pensionales, debido a la prolongada duración de este tipo 
de procesos, la acción de tutela se convierte en el mecanismo judicial idóneo y eficaz para 
proteger los derechos fundamentales de aquellos accionantes. 
  
3.8. En definitiva, la tutela procede como mecanismo de protección de los derechos pensionales 
para las personas de la tercera edad, en razón de sus condiciones particulares de debilidad, en 
tanto requieren que las medidas se tomen de forma pronta para garantizar que puedan 
mantener las condiciones de dignidad durante la última etapa de su vida. Así, los mecanismos 
de defensa ordinarios que puedan estar disponibles, pierden su eficacia y su idoneidad para 
resolver asuntos relacionados con el reconocimiento y pago de derechos pensionales para este 
grupo poblacional, resultando desproporcional exigirles someterse a este tipo de procesos.    

 
Lo anterior junto con la subsidiariedad de la acción de tutela en los casos de resolver 
controversias relacionada en materias de pensiones que implique un carácter económico, será 
analizado en el caso en concreto.  
 
6. Caso Concreto  

  
De conformidad con el problema jurídico planteado, es necesario determinar si se dan las 
circunstancias necesarias para establecer si la NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA – DIRECTOR 
POLICÍA NACIONAL, DIRECCIÓN DE TALENTO HUMANO- ÁREA DE PRESTACIONES SOCIALES Y 
ÁREA DE NÓMINA DE LA POLICÍA NACIONAL vulneró derechos fundamentales de petición, 
debido proceso administrativo, la vida, la salud, la seguridad social, el mínimo vital y a la dignidad 
humana del EDGAR JAIMES GALVIS, al no darle respuesta de fondo a las peticiones de 
sustitución pensional y no concederle la sustitución pensional. 
 
De las respuestas allegadas en este proceso, se observa lo siguiente:  
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1. El señor EDGAR JAIMES GALVIS allegó derecho de petición del de fecha 26 de febrero 
de 2021, radicado No. SIPQRS2S 47750-20210304, según obra el archivo PDF 0013 del 
folio 20 al 27. 

 
 

2. Registro de defunción de la señora ANGELA TERESA VICTORIA DE JESUS LEAL NUÑEZ 
(Q.E.P.D), según obra en el archivo PDF o01 en el folio 30. 

 
3 001TutelaAnexos.pdf 
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3. Oficio de respuesta No. GS-2021-014595-SEGEN de fecha 14 de abril de 2021, según obra 

en el archivo PDF 001 en el folio 42 al 44. 
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4. Resolución No. 000776 del 10 de septiembre de 2021, emitida por el Subdirector General 

de la Policía Nacional en el cual resuelve: (i) excluir de la nómina de pensionados a la 
señora ASD09 (P) ÁNGELA TERESA VICTORIA DE JESÚS LEAL NÚÑEZ, quien en vida se 
identificaba con cedula de ciudadanía No.41680460, a partir del 11 de enero de 2021, 
fecha en la cual se produjo su fallecimiento (ii) dejar en suspenso el reconocimiento y 
pago de la sustitución de pensión de jubilación, valores a los que pueden tener derecho 
el señor EDGAR JAIMES GALVIS, identificado con cédula de ciudadanía No.13.248.654, 
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como presunto compañero permanente de la señora ASD09 (P) ÁNGELA TERESA 
VICTORIA DE JESÚS LEAL NÚÑEZ, de conformidad con la parte motiva de este acto 
administrativo. Según obra en el archivo PDF 001 en el folio 48 al 51. 
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5. Recurso de reposición y en subsidio de apelación contra la Resolución No. 000776 del 

10 de septiembre de 2021, emitida por el Subdirector General de la Policía Nacional. 
Según obra en el archivo PDF 001 en el folio 52 al 61. 
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6. Derecho de petición radicado número 017419 del 23 de marzo de 2022 y anexos. Según 

obra en el archivo PDF 001 en el folio 82 al 85. 
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7. Copia de la sentencia emitida por Juzgado Primero Promiscuo de Familia del Municipio 

de los Patios Norte de Santander, dentro del proceso 2021-00715, mediante el cual se 
declara la unión marital de hecho entre es suscrito y la señora ANGELA TERESA 
VICTORIA DE JESUS LEAL NUÑEZ (Q.E.P.D). Según obra en el archivo PDF 001 en el folio 
92 al 94. 
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8. Derecho de petición radicado número 021807 del 08 de abril de 2022 y anexos. Según 

obra en el archivo PDF 001 en el folio 101. 
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9. Derecho de petición radicado número 211731-20220701 del 01 de julio de 2022 y anexos. 

Según obra en el archivo PDF 001 en el folio 108 al 110. 
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10. Comunicado oficial No. GS-2022-027386-SEGEN, del 15 de julio de 2022, suscrito por la 

señora Capitán, CINDY JOHANA HERREÑO SUAREZ, Asesor Jurídico del Grupo de 
Orientación e Información de la Secretaria General, el cual le da respuesta al anterior 
Derecho de petición con radicado número 211731-20220701, indicando: “que en atención 
a PQRS Nro. 211731-20220701 allegada al Área de Prestaciones Sociales de la Policía Nacional, 
de manera atenta le indicaron que no es posible atender de manera favorable la solicitud, 
toda vez que se encuentra en curso el recurso de reposición en subsidio de apelación 
respecto de la Resolución No 00766 del 10 de septiembre del 2021 instaurado, el cual le fue 
asignado el turno 109, conforme al orden de llegada, es decir existen solicitudes 
presentadas con antelación al mismo”. Según obra en el archivo PDF 001 en el folio 132 
al 133. 
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11. El MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL, allegó Comunicado oficial con número de 

radicado No. GS-2022-029731-SEGEN de fecha 01 de agosto de 2022, con su respectiva 
constancia de notificación. En el cual dan respuesta a una de las peticiones del escrito 
tutelar “de respuesta de fondo a sus peticiones de sustitución pensional por ser el 
legítimo compañero permanente de la señora ANGELA TERESA VICTORIA DE JESUS 
LEAL NUÑEZ (Q.E.P.D).” Según obra en el archivo PDF 0084 en el folio 19 al 21. 

 
4 008RespuestaPonalEDGAR JAIMES GALVIS.pdf 
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Una vez relacionadas y analizadas las pruebas allegadas por el accionante y el accionado, este 
despacho deberá analizar si la NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA – DIRECTOR POLICÍA 
NACIONAL, DIRECCIÓN DE TALENTO HUMANO- ÁREA DE PRESTACIONES SOCIALES Y ÁREA DE 
NÓMINA DE LA POLICÍA NACIONAL vulneró derechos fundamentales de petición, debido 
proceso administrativo, la vida, la salud, la seguridad social, el mínimo vital y a la dignidad 
humana del EDGAR JAIMES GALVIS, al no darle respuesta de fondo a las peticiones de 
sustitución pensional y no concederle la sustitución pensional. 
 
El artículo 1º de la Ley 717 de 2001, un plazo de dos meses para responder la respectiva petición, 
el cual  establece “El reconocimiento del derecho a la pensión de sobrevivientes por parte de la 
entidad de Previsión Social correspondiente, deberá efectuarse a más tardar dos (2) meses 
después de radicada la solicitud por el peticionario, con la correspondiente documentación que 
acredite su derecho.” 
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De acuerdo con la norma anterior, el ÁREA DE PRESTACIONES SOCIALES Y ÁREA DE NÓMINA 
DE LA POLICÍA NACIONAL, contaba con un término de dos meses para resolver la petición de 
reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, que se extendía hasta el 26 de abril de 2021.  
 
Pero es importante recalcar que el reconocimiento del derecho depende de la presentación 
pertinente para acreditar la existencia de este. 
 
Y en este caso, según lo acreditan las pruebas allegadas al plenario el actor al presentar la 
petición, únicamente aportó las copias de los registros civiles de nacimiento, registro civil 
defunción  y cédula de la la causante, el registro civil del actor y declaraciones extraproceso 
rendidas por terceros. 
 
Sin embargo, la entidad accionada mediante el oficio No. GS-2021-014595-SEGEN de 14 de abril 
de 2021, le solicitó al actor que aportara registro civil de matrimonio o sentencia judicial que 
declarara la existencia de la unión marital de hecho. A este requerimiento, el actor dio respuesta 
informando que  en virtud de lo estbalecido en el artículo 2º de la Ley 979 de 2005, la existencia 
de la unión marital hecho disponía de mecanismos agiles para su demostración, como son 
escritura pública ante notario, acta de conciliación y sentencia judicial; pero que no excluía la 
prueba de declaraciones extraprocesales.  
 
Posteriormente, se emitió la Resolución Nº 000776 de 10 de septiembre de 2021, en la cual se 
dejó en suspenso la sustitución reclamada por el señor EDGAR JAIMES GALVIS, decisión contra 
la cual se interpuso recurso de reposición y en subsidio de apelación que se encuentra en 
trámite, según se indica en el comunicado oficial con número de radicado No. GS-2022-029731-
SEGEN de fecha 01 de agosto de 2022; sin embargo, ya se excedió el término señalado en el 
artículo 1º de la Ley 717 de 2002, para resolver en forma definitiva sobre la prestación. 
 
Por lo anterior por lo que existe una vulneración al derecho de petición y consecuente el 
derecho a la seguridad social integral, en razón a que no se ha definido la sustitución de la 
pensión de jubilación de la cual era titular la causante, afectando el acceso del actor a las 
prerrogativas que da la misma, en caso de que acredite la condición de beneficiario.  
 
Por esa causa, se tutelará el derecho de petición y seguridad social del señor EDGAR JAIMES 
GALVIS,  y se le ordenará al ÁREA DE PRESTACIONES SOCIALES Y ÁREA DE NÓMINA DE LA 
POLICÍA NACIONAL, para que en el término de cuarenta y ocho (48) horas, inicie el trámite 
pertinente para darle resolución al recurso de reposición y en subsidio de apelación interpuesto 
por el actor en contra de la Resolución Nº 000776 de 10 de septiembre de 2021. 
 
En relación con el reconocimiento de la pensión a través de este mecanismo, procede este 
despacho a estudiar la procedencia de la presente acción constitucional.  
 
Teniendo en cuenta los artículos 86 de la Constitución y 6° del Decreto 2591 de 1991, la acción de 
tutela es (i) improcedente si existe un mecanismo de defensa judicial idóneo y eficaz para 
resolver el problema jurídico sometido a decisión y no existe el riesgo de que opere un perjuicio 
irremediable respecto de los derechos alegados. A esta regla general, se adicionan dos hipótesis 
específicas que se derivan de la articulación de los citados conceptos, conforme a las cuales: (ii) 
el amparo es procedente de forma definitiva, si no existen medios judiciales de protección que 
sean idóneos y eficaces para resolver el asunto sometido a consideración del juez; y, por el 
contrario, es (iii) procedente de manera transitoria, en el caso en que la persona disponga de 
dichos medios, pero exista la posibilidad de que se configure un perjuicio irremediable. En este 
caso, la protección se extenderá hasta tanto se produzca una decisión definitiva por parte del 
juez ordinario. 
 
Frente a la existencia de otro mecanismo de defensa judicial idóneo y eficaz que resuelva el 
problema jurídico en mención, se denota que el señor EDGAR JAIMES GALVIS cuenta con un 
trámite administrativo en curso como lo es el Recurso de reposición y en subsidio de apelación 
contra la Resolución No. 000776 del 10 de septiembre de 2021, emitida por el Subdirector 
General de la Policía Nacional y que ante la petición expuesta en el escrito tutelar “de respuesta 
de fondo a sus peticiones de sustitución pensional por ser el legítimo compañero permanente de la 
señora ANGELA TERESA VICTORIA DE JESUS LEAL NUÑEZ (Q.E.P.D).” el ministerio de defensa 
nacional allegó Comunicado oficial con número de radicado No. GS-2022-029731-SEGEN de fecha 
01 de agosto de 2022, con su respectiva constancia de notificación, en el cual responden de 
fondo las peticiones del señor indicándole que “una vez verificada la trazabilidad del recurso, a 
de indicarse que el acto administrativo definitivo que decide de fondo su situación pensional y 
prestacional en primera instancia, se encuentra en la etapa (II), siendo del caso señalar que una 
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vez agotadas la demás actuaciones administrativas le será notificada la decisión emitida a su 
correo electrónico o dirección de notificación dispuesta en el escrito de disenso a más tardar 
el día 30 de agosto de la presente anualidad.” 
 
En segunda medida, con relación con la procedencia excepcional de la acción de tutela para el 
amparo de derechos pensionales de acuerdo con la jurisprudencia expuesta en la parte motiva 
“La Corte Constitucional ha señalado reiteradamente que, por regla general, la tutela no es 
procedente para ordenar el reconocimiento de pensiones, teniendo en cuenta que existen 
mecanismos ordinarios que resultan idóneos para resolver este tipo de pretensiones. Con base en 
el principio de subsidiariedad que la caracteriza, la tutela no puede entrar a desplazar los procesos 
ordinarios”. por lo que en principio la acción de tutela no es mecanismo idóneo para resolver 
este tipo de pretensiones  
 

para determinar si la acción de tutela es procedente de forma excepcional para reclamar un 
derecho pensional, es necesario analizar por lo menos los siguientes cuatro elementos: 
  
(i)  Que no exista otro medio de defensa judicial, o que el existente no resulte idóneo ni eficaz 
para garantizar la salvaguarda de los derechos fundamentales del accionante, a partir de las 
condiciones específicas del caso; en caso de que el medio de defensa sea idóneo y eficaz, la tutela 
procederá como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable; (ii) Que conste 
prueba de la existencia y titularidad del derecho pensional reclamado; (iii) Que el accionante 
haya ejercido una actividad judicial o administrativa diligente para acceder a la protección del 
derecho invocado. 

 
Como ya se mencionó, actualmente existe un trámite administrativo en curso con respecto a la 
pretensión de la presente acción de tutela el Recurso de reposición y en subsidio de apelación 
contra la Resolución No. 000776 del 10 de septiembre de 2021, además que el accionante no 
alegó perjuicio irremediable. Que si bien es cierto, el señor cuenta con la prueba de existencia y 
titularidad del derecho pensional reclamado y que efectivamente ha ejercido una actividad 
administrativa para acceder a la protección del derecho invocado, esta última se encuentra 
dando trámite a los recursos interpuestos por el actor, por lo que los jueces constitucionales no 
se pueden saltar el trámite administrativo que se lleva en curso. 
 
En consecuencia, se declarará IMPROCEDENTE la acción tutela presentada por el señor EDGAR 
JAIMES GALVIS contra la NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA – DIRECTOR POLICÍA NACIONAL, 
DIRECCIÓN DE TALENTO HUMANO- ÁREA DE PRESTACIONES SOCIALES Y ÁREA DE NÓMINA 
DE LA POLICÍA NACIONAL en lo que se refiere al pago de la pensión sobrevivientes. 
 
Se CONMINARÁ al ÁREA DE PRESTACIONES SOCIALES Y ÁREA DE NÓMINA DE LA POLICÍA 
NACIONAL téngase como prueba la sentencia con radicado: 54405311000120210071500 emitida 
por Juzgado Primero Promiscuo de Familia del Municipio de los Patios Norte de Santander, 
dentro del proceso 2021-00715, mediante el cual se declara la unión marital de hecho entre el 
señor EDGAR JAIMES GALVIS y la señora ANGELA TERESA VICTORIA DE JESUS LEAL NUÑEZ 
(Q.E.P.D), para dar respuesta de fondo a los recursos interpuestos por el accionante a mas tardar 
en la fecha estipulada por esta entidad, que es el 30 de agosto del presente año. 
 

4. DECISIÓN 
  

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Cúcuta, administrando 
justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.  

  
RESUELVE:  

  
PRIMERO. TUTELAR el derecho de petición y seguridad social del señor EDGAR JAIMES GALVIS,  
y se le ordenará al ÁREA DE PRESTACIONES SOCIALES Y ÁREA DE NÓMINA DE LA POLICÍA 
NACIONAL, para que en el término de cuarenta y ocho (48) horas, inicie el trámite pertinente 
para darle resolución al recurso de reposición y en subsidio de apelación interpuesto por el actor 
en contra de la Resolución Nº 000776 de 10 de septiembre de 2021. 
 
SEGUNDO. DECLARAR IMPROCEDENTE la acción tutela presentada por el señor EDGAR JAIMES 
GALVIS contra la NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA – DIRECTOR POLICÍA NACIONAL, 
DIRECCIÓN DE TALENTO HUMANO- ÁREA DE PRESTACIONES SOCIALES Y ÁREA DE NÓMINA 
DE LA POLICÍA NACIONAL, respecto al pago de la pensión. 
 
SEGUNDO. CONMINAR al ÁREA DE PRESTACIONES SOCIALES Y ÁREA DE NÓMINA DE LA 
POLICÍA NACIONAL téngase como prueba la sentencia con radicado: 54405311000120210071500 
emitida por Juzgado Primero Promiscuo de Familia del Municipio de los Patios Norte de 
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Santander, mediante el cual se declara la unión marital de hecho entre el señor EDGAR JAIMES 
GALVIS y la señora ANGELA TERESA VICTORIA DE JESUS LEAL NUÑEZ (Q.E.P.D), para dar 
respuesta de fondo a los recursos interpuestos por el accionante a más tardar en la fecha 
estipulada por esta entidad, que es el 30 de agosto del presente año. 
 
TERCERO. NOTIFICAR esta decisión a los interesados conforme a lo señalado en el Decreto 2591 
de 1991 haciéndosele saber al accionado que el término con que cuenta para el cumplimiento 
de la orden aquí impartida empezará a correr a partir de la notificación. 
 
CUARTO. Una vez ejecutoriada la presente providencia, en caso de no ser impugnada, 
REMÍTASE a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión, en caso de no ser 
seleccionada para revisión, se dispone a obedecer y cumplir lo ordenado por el superior y el 
archivo de la acción. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

MARICELA C. NATERA MOLINA 
Juez 

 
LUCIO VILLÁN ROJAS 

Secretario 
K 


